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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 30
        Julio 31 y Agosto 1º de 2013
 


	LA CORTE CONSTITUCIONAL DETERMINÓ QUE LOS REGLAMENTOS DE POLICÍA QUE EXCEPCIONALMENTE RESTRINGEN LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS Y PEATONES PARA GARANTIZAR LA SEGURIDAD Y SALUBRIDAD PÚBLICAS, NO CONSTITUYEN RESERVA DE LEY ESTATUTARIA Y OBEDECEN A FINALIDADES CONSTITUCIONALMENTE LEGÍTIMAS

I. EXPEDIENTE D-9534 - SENTENCIA C-511/13 (julio 31) 

M.P. Nilson Pinilla Pinilla
1. Norma acusada
DECRETO 1355 DE 1970
(agosto 4)

Por el cual se dictan normas sobre policía

ARTICULO 99. Los reglamentos no pueden estatuir limitación al ejercicio de la libertad de locomoción, en cuanto a tránsito terrestre de vehículos y peatones, sino para garantizar la seguridad y la salubridad públicas. 
2. Decisión 
Primero.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “sino para garantizar la seguridad y la salubridad públicas”, contenida en el artículo 99 del Decreto Ley 1355 de 1970, en el entendido de que las autoridades locales podrán determinar limitaciones al ejercicio de la libertad de locomoción, solo en la medida en que resulte estrictamente necesario y únicamente en el área y durante el lapso indispensables para preservar la vida, la integridad personal y la salud de los seres humanos, sin que de ninguna manera pueda afectarse el núcleo esencial del derecho fundamental de locomoción. 

Segundo.- EXHORTAR nuevamente al Congreso de la República para que, en ejercicio de su potestad de configuración normativa y en cumplimiento de sus obligaciones constitucionales, expida una ley que establezca un nuevo régimen de policía que desarrolle la Constitución. 

3. Síntesis de los fundamentos 
En el presente caso, la Corte Constitucional asumió la resolución de dos problemas jurídicos consistentes en determinar: (i) si la limitación a la libertad de locomoción prevista en el artículo 99 del Decreto Ley 1355 de 1970 debería estar contenida en una ley estatutaria; y (ii) si la facultad allí conferida a ciertas autoridades administrativas tiene que ser regulada exclusivamente en una ley emanada del Congreso de la República. 

Atendiendo a lo preceptuado en el artículo 24 de la Carta Política, la Corte reiteró que la libertad de locomoción no constituye un derecho absoluto, toda vez que puede ser limitado por el legislador dentro de unos parámetros objetivos. Dicha libertad se manifiesta mediante dos derechos: (a) el derecho general a la libertad que comprende la facultad primaria y elemental que tiene la persona de transitar, movilizarse o circular libremente dentro del territorio y salir y entrar a él; y (b) el derecho a permanecer y a residenciarse en Colombia. Al mismo tiempo, recordó que según lo estipulado en la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 13), el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos de 1966 (art. 12) y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 22), los derechos de circulación y residencia pueden ser restringidos ”cuando sea necesario para hacer prevalecer valiosos intereses públicos y los derechos y libertades de las personas”. A su vez, la jurisprudencia ha establecido que la libertad de locomoción no es incondicional, pues es posible establecer limitaciones a su ejercicio “buscando conciliarla con otros derechos o con los principios rectores de todo el sistema”. 

Así mismo, recordó que esta Corporación ha precisado que no puede pretenderse que mediante leyes estatutarias se regule en forma exhaustiva y casuística todo evento ligado con derechos fundamentales. Por el contrario, cuando una norma no regule en forma íntegra y completa tales garantías constitucionales, no se requiere del trámite especial contenido en el artículo 153 de la Constitución. En el caso concreto, encontró que si bien la expresión demandada del artículo 99 del Decreto Ley 1355 de 1970 hace referencia a un derecho fundamental, (i) no desarrolla ni complementa la libertad de locomoción, (ii) no guarda relación estricta con elementos estructurales de ese derecho (iii) no regula en forma directa su ejercicio, (iv) no constituye un límite que afecte su núcleo esencial, (v) no reglamenta, integra, estructura ni complementa ese derecho constitucional, ni sus principios reguladores. Por tales motivos, no advirtió que la preceptiva acusada desconozca la reserva de ley estatutaria frente a la libertad de locomoción, pues lo que se pretende es preservar el orden público, conservando unas condiciones mínimas de tranquilidad, seguridad y salubridad que hagan posible la convivencia pacífica y el normal desarrollo de las actividades sociales, mediante el ejercicio propio del poder de policía otorgado al Presidente de la República (arts. 188 y 189, numerales 3 y 4 C.Po.), las asambleas departamentales (art. 300.8 C.Po.) y los concejos municipales (art. 300, num. 7 y 9 C.Po.), para expedir normas de policía, con sujeción a la ley. 

Por otra parte y teniendo en cuenta la distinción que existe entre el poder de policía, la función de policía y la actividad policial, la Corte indicó que como, lo ha señalado la jurisprudencia, el ejercicio del poder de policía, en lo que respecta al establecimiento de condiciones para el disfrute de determinados derechos como el de reunión y la libre circulación, entre otros, debe atender los principios de razonabilidad y proporcionalidad. En este caso, estableció que los reglamentos a que alude la norma demandada, corresponden a una de las formas de ejercicio del poder de policía, de naturaleza legal y reglamentaria, los cuales constituyen disposiciones de carácter general encaminadas a concretar y desarrollar preceptos legales en materia policiva, entre otros, para prevenir y eliminar perturbaciones a la seguridad, la tranquilidad, la salubridad y la moralidad públicas. A su juicio, se trata de finalidades constitucionalmente válidas, en la medida en que pretenden sortear pronta y oportunamente, eventos en los que exista un riesgo para la seguridad o la salubridad públicas, restringiendo la locomoción de peatones y vehículos, para salvaguardar la vida e integridad de las personas, atendiendo a la función preventiva conferida a la policía para mantener las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades y asegurar la convivencia pacífica (art. 218 C.Po.). De igual modo, constató la idoneidad de la medida para alcanzar el objetivo propuesto, toda vez que este es uno de los pocos casos en que, por excepción, les es permitido a las autoridades que ejercen el poder de policía, restringir la libertad de locomoción para proteger otros derechos y valores de raigambre constitucional que pueden verse en peligro por graves hechos que atenten contra la seguridad y la salubridad, directamente relacionados con la vida e integridad de las personas. Así mismo, encontró que la medida analizada es proporcional en stricto sensu, como quiera que no tiene la entidad para anular por sí misma la libertad de locomoción reconocida en la Constitución y en los diferentes instrumentos internacionales mencionados, toda vez que además de que se trata de un derecho que no tiene un carácter absoluto, su restricción atiende al imperativo propósito de conservar las condiciones para que las personas no sean afectadas en su vida o integridad personal, adoptando medidas de reacción rápidas y urgentes por parte de las autoridades de policía, que de no poderlo hacerlo directamente, tornaría inane su intervención. 

En consecuencia, es factible que en esos eventos, no solo la ley, sino también subsidiariamente los reglamentos, entendidos como actos administrativos de contenido general, puedan constituir una manifestación del poder de policía creador de normas de comportamiento, claro está, sin invadir esferas en las cuales la Carta Política haya asignado competencia exclusiva al legislador. Con el fin de preservar esta reserva de ley, la Corte consideró necesario condicionar la exequibilidad de la expresión “sino para garantizar la seguridad y la salubridad públicas”, contenida en el artículo 99 del Decreto Ley 13555 de 1970, de manera que se entienda que las autoridades locales podrán determinar limitaciones al ejercicio de la libertad de locomoción, solo en la medida que resulte estrictamente necesario y únicamente en el área y durante el lapso indispensables para preservar la vida, la integridad personal y la salud de los seres humanos. En todo caso, la Corte determinó que de ninguna manera, esos reglamentos pueden afectar el núcleo esencial del derecho fundamental de locomoción. 

4. Salvamentos de voto 
Los magistrados María Victoria Calle Correa, Jorge Iván Palacio Palacio, Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva anunciaron la presentación de un salvamento de voto. En su opinión, esta sentencia desconoce los aportes que hizo la Constitución de 1991 en la defensa de la libertad de locomoción, al establecer que las limitaciones a la misma sólo pueden ser definidas por una ley en sentido formal, expedida por el Congreso. La Constitución es clara en ese sentido, pues en el artículo 24 de la misma dice que todo colombiano tiene derecho a la libertad de circulación –incluso terrestre- “con las limitaciones que establezca la ley”. “[L]a ley”, dice la Constitución, no el reglamento. Cuando dice “la ley” no hace una referencia vaga al ‘ordenamiento jurídico’. Contempla una reserva de ley en sentido estricto. 

Este no era por lo demás un problema de competencia del Presidente de la República para expedir una norma de ese tipo. Incluso hoy, si el Congreso expide una norma que delegue en los reglamentos la fijación de los límites a la libertad de circulación, sería inconstitucional. Este era entonces un problema asociado al contenido material de la norma acusada. Ninguna norma distinta a la Constitución, puede afectar con su contenido la reserva de ley en esta materia. No es un mero formalismo, sino una técnica de garantía de la libertad. Sólo los máximos representantes del pueblo pueden establecer los límites a la libertad, en un foro plural, deliberativo, multicultural y representativo de la nación. La tesis de que si en este foro el Congreso no establece los límites, pueden establecerlos las autoridades administrativas, era válida en la Constitución derogada. Pero, según la jurisprudencia de esta Corte, quedó sin piso desde la expedición de la Carta de 1991. Esta sentencia no podía desmontar los avances constitucionales de la libertad, obtenidos desde hace más de veinte años, para dar marcha atrás hacia el pasado constitucional. Lo hace incluso abandonando los precedentes pacíficos de la Corporación consignados en la sentencia C-024 de 1994 (MP. Alejandro Martínez Caballero) en la que al referirse al tema sostuvo: 

“[..] en la Carta de 1991 ya no es de recibo la tesis de la competencia subsidiaria del reglamento para limitar la libertad allí donde la ley no lo ha hecho y existe reserva legal, la cual había sido sostenida bajo el antiguo régimen por el Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia”.



JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 
